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Resumen

La investigación tiene como objetivo general determinar la reserva legal
nacional en sentido amplio en la Constitución de la República Bolivariana de
Venezuela de 1999. Se utiliza la estrategia de investigación documental y el
método analítico. Las fuentes para la recolección de información atienden a
cuatro ámbitos: constitucional, legal, doctrinal y jurisprudencial. Según la
materia específica objeto de regulación con rango legal, la reserva legal nacio-
nal se clasifica en: reserva legal nacional en sentido amplio y reserva legal na-
cional en sentido estricto. El elemento característico de la reserva legal nacio-
nal en sentido amplio lo constituyen materias específicas de competencia na-
cional de regulación exclusiva mediante ley en sentido amplio: ley formal y
decreto con fuerza de ley propiamente dicho. Se recomienda la determinación
expresa en la Constitución de la reserva legal nacional en sentido amplio, lo
cual permite limitar la delegación por parte de la Asamblea Nacional a favor
del Presidente de la República en Consejo de Ministros.
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National Legal Reserve in a Broad Sense in the 1999
Constitution of Venezuela’s Bolivarian Republic

Abstract

The general objective of this research is to determine the national legal
reserve in a broad sense in the 1999 Constitution of Venezuela’s Bolivarian
Republic. The strategy of documentary research and the analytical method
are used. Sources for data collection include four different areas: constitu-
tional, legal, doctrinal and jurisprudential. Depending on the specific matter
regulated with a legal rank, the national legal reserve is classified into: the
national legal reserve in a broad sense and the national legal reserve in a
strict sense. The characteristic element contained in the national legal re-
serve in a broad sense consists of specific national matters exclusively regu-
lated by law in a broad sense: formal law and decree with the force of law.
Express determination of the national legal reserve in a broad sense is recom-
mended in the Constitution, which will help limit delegation by the National
Assembly in favour of the President in a Council of Ministers.

Key words: National legal reserve in a broad sense, Venezuela’s 1999 Boli-
varian Republic Constitution 1999, formal law, decree with for-
ce of law.

Introducción

La reserva legal nacional configura asuntos, materias o temas con-
cretos o específicos de competencia nacional que por disposición consti-
tucional o por congelación del rango legal requieren ser regulados exclu-
sivamente mediante actos jurídicos normativos con fuerza, rango o valor
legal; y, por consiguiente, con exclusión del acto jurídico normativo con
fuerza, rango o valor sublegal.

Los mencionados actos jurídicos normativos con fuerza, rango o va-
lor legal, con arreglo a la Constitución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela de 1999, se encuentran representados por la ley en sentido estric-
to y en sentido amplio. La ley en sentido estricto o ley formal, prevista en el
artículo 202 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela
de 1999, constituye el acto jurídico normativo con fuerza, rango o valor le-
gal dictado en ejercicio de la función legislativa propia por la Asamblea Na-
cional, órgano perteneciente al Poder Legislativo Nacional, según el proce-
dimiento establecido. La ley en sentido amplio constituye tanto la ley for-
mal como el decreto con fuerza de ley propiamente dicho, contemplado en
los artículos 236, numeral 8 y primer aparte; y, 203, último aparte, de la
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, o acto ju-
rídico normativo con fuerza, rango o valor legal dictado en ejercicio de la
función legislativa delegada por el Presidente de la República en Consejo
de Ministros, órgano perteneciente al Poder Ejecutivo Nacional.
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Ahora bien, el acto jurídico normativo con fuerza, rango o valor su-
blegal, conforme a la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela de 1999, lo configura el reglamento ejecutivo o de ejecución, esta-
blecido de forma expresa en el artículo 236, numeral 10 y primer aparte,
ejusdem, o acto jurídico normativo con fuerza, rango o valor sublegal dic-
tado en ejercicio de la función administrativa propia por el Presidente de
la República en Consejo de Ministros, cuyo objeto es establecer los deta-
lles que generalmente exige la aplicación o ejecución de una ley formal o
un decreto con fuerza de ley propiamente dicho regulador de materias es-
pecíficas comprendidas en la reserva legal nacional por disposición cons-
titucional o por congelación del rango legal.

El examen concordado de determinados preceptos constituciona-
les permite sustentar, según el asunto, materia o tema específico objeto
de regulación con fuerza, rango o valor legal, la existencia en la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela de 1999 de dos clases o ti-
pos de reserva legal nacional: la reserva legal nacional en sentido amplio
y la reserva legal nacional en sentido estricto.

La polémica suscitada con relación a la reserva legal nacional, en
los diferentes sectores de la sociedad organizada: el sector jurídico, el
sector académico, el sector político y el sector social, encuentra su eje
central en la existencia de una reserva legal nacional en sentido amplio
configurada por materias específicas de competencia nacional de regula-
ción exclusiva mediante ley formal dictada por la Asamblea Nacional o
mediante decreto con fuerza de ley propiamente dicho dictado por el Pre-
sidente de la República en Consejo de Ministros, la existencia de una re-
serva legal nacional en sentido estricto configurada por materias especí-
ficas de competencia nacional de regulación exclusiva y excluyente me-
diante ley formal dictada por la Asamblea Nacional, y, la labor de colabo-
ración del reglamento ejecutivo dictado por el Presidente de la República
en Consejo de Ministros con respecto a ley formal o al decreto con fuerza
de ley propiamente dicho regulador de materias específicas comprendi-
das en la reserva legal nacional.

Constituye, pues, el objetivo general de la presente investigación
determinar la reserva legal nacional en sentido amplio en la Constitución
de la República Bolivariana de Venezuela de 1999. Al efecto, se pretende:
establecer el concepto de reserva legal nacional en sentido amplio, espe-
cificar el elemento o requisito característico de la reserva legal nacional
en sentido amplio, y, por último, explicar el elemento o requisito caracte-
rístico de la reserva legal nacional en sentido amplio.

La investigación es desarrollada conforme a la estrategia de investi-
gación documental, sustentada en el método analítico. Las fuentes para
la recolección de información atienden a cuatro ámbitos: constitucional,
legal, doctrinal y jurisprudencial. El ámbito constitucional refiere a la
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999. El ámbi-
to legal refiere a la derogada Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional
Bolivariana de 2010; la Ley que Autoriza al Presidente de la República

Omnia • Año 18, No. 2, 2012, pp. 123 - 139 125



para dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las Materias
que se Delegan de 2010; y, el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley
Orgánica de Reforma de la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional
Bolivariana de 2011. El ámbito doctrinal refiere a criterios y principios,
tanto nacionales como foráneos, de Derecho Constitucional y Derecho
Administrativo. El ámbito jurisprudencial refiere a sentencias pronun-
ciadas por el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, y,
también, en Sala Políticoadministrativa y Sala Electoral, durante el pe-
ríodo comprendido entre enero de 2005 y febrero de 2011.

Concepto

La reserva legal nacional en sentido amplio se conceptúa como ma-
terias específicas de competencia nacional que por disposición constitu-
cional o por congelación del rango legal requieren ser reguladas exclusiva-
mente mediante acto jurídico normativo con fuerza, rango o valor legal: la
ley en sentido amplio; y, por consiguiente, con exclusión del acto jurídico
normativo con fuerza, rango o valor sublegal: el reglamento ejecutivo1.

El elemento o requisito característico de la reserva legal nacional en
sentido amplio o lato sensu, “…reserva a normas con rango de Ley” (Leza
Betz, 2000: 28), reserva legal matizada (Ramírez y Garay, 2007b) o reser-
va parlamentaria matizada (Pierre Tapia, 2006; TSJ/SC2: 25-3-2008, en
http://www.tsj.gob.ve, 7-5-2010), se encuentra constituido por mate-
rias específicas de competencia nacional de regulación exclusiva me-
diante ley en sentido amplio: la ley formal y el decreto con fuerza de ley
propiamente dicho3.
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1 La exclusión es absoluta para el otro tipo de reglamento según su vincula-
ción con la ley formal o el decreto con fuerza de ley propiamente dicho, deno-
minado reglamento autónomo o independiente, cuyo análisis no constituye
objeto de estudio en la presente investigación.

2 Las siglas utilizadas en el trabajo son: CRBV: Constitución de la República
Bolivariana de Venezuela de 1999; TSJ/SC: Tribunal Supremo de Justicia,
Sala Constitucional; TSJ/SE: Tribunal Supremo de Justicia, Sala Electo-
ral; TSJ/SPA: Tribunal Supremo de Justicia, Sala Políticoadministrativa.

3 Nomen sugerido por Soto Hernández, Tavares Duarte y Matheus Inciarte
(2007), equivalente al nomen decreto legislativo (TSJ/SC: 11-5-2005, en
Pierre Tapia, 2005; TSJ/SC: 8-6-2006, en Pierre Tapia, 2006; TSJ/SC:
10-7-2007, en Ramírez y Garay, 2007; TSJ/SC: 25-3-2008, en Ramírez y
Garay, 2008; TSJ/SC: 13-7-2010, en http://www.tsj.gob.ve, 2010) y al no-
men decreto ley (Arismendi A., 2004; TSJ/SC: 22-10-2008, en
http://www.tsj. gob.ve, 2008; TSJ/SC: 13-7-2010, en
http://www.tsj.gob.ve, 2010).



Elemento o requisito característico

La explicación del elemento o requisito característico de la reserva
legal nacional en sentido amplio o lato sensu exige el análisis de: la previ-
sión normativa, la delegación del ejercicio de la función legislativa, la ex-
clusión del reglamento ejecutivo, la justificación y la materia específica.
Estas cuestiones son abordadas, particular y detalladamente, en las pá-
ginas siguientes.

Previsión normativa

La CRBV prevé la reserva legal nacional en sentido amplio o lato
sensu. En efecto, el examen concordado de los artículos 187, numeral 14;
156, numerales 325 y 336; y, 2027, ejusdem, revela que, en principio o
por regla general, es atribución y obligación del Poder Legislativo Nacio-
nal, por órgano de la Asamblea Nacional, la legislación en materias de
competencia nacional mediante la emisión de ley formal.
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4 “Corresponde a la Asamblea Nacional:…Legislar en las materias de la com-
petencia nacional y sobre el funcionamiento de las distintas ramas del Po-
der Nacional”.

5 “Es de la competencia del Poder Público Nacional:…La legislación en mate-
ria de derechos, deberes y garantías constitucionales; la civil, mercantil, pe-
nal, penitenciaria, de procedimientos y de derecho internacional privado; la
de elecciones; la de expropiación por causa de utilidad pública o social; la de
crédito público; la de propiedad intelectual, artística e industrial; la del pa-
trimonio cultural y arqueológico; la agraria; la de inmigración y poblamien-
to; la de pueblos indígenas y territorios ocupados por ellos; la del trabajo,
previsión y seguridad sociales; la de sanidad animal y vegetal; la de notarías
y registro público; la de bancos y la de seguros; la de loterías, hipódromos y
apuestas en general; la de organización y funcionamiento de los órganos del
Poder Público Nacional y demás órganos e instituciones nacionales del
Estado; y la relativa a todas las materias de la competencia nacional”.

6 “Es de la competencia del Poder Público Nacional:…Toda otra materia que la
presente Constitución atribuya al Poder Público Nacional, o que le corres-
ponda por su índole o naturaleza”.

7 “La ley es el acto sancionado por la Asamblea Nacional como cuerpo legisla-
dor. Las leyes que reúnan sistemáticamente las normas relativas a determi-
nada materia se podrán denominar códigos”.



La referencia a las expresiones en principio o por regla general se
infiere de los artículos 236, numeral 88 y primer aparte9; y, 203, último
aparte10, de la CRBV, según los cuales es atribución y obligación del Po-
der Ejecutivo Nacional, por órgano del Presidente de la República en
Consejo de Ministros, la legislación en materias de competencia nacional
mediante la emisión de decreto con fuerza de ley propiamente dicho. Por
tanto, el decreto con fuerza de ley propiamente dicho atiende “…a mate-
rias reservadas normalmente a la Ley” (Brewer Carías, 1984: 189) for-
mal, en otras palabras, tiene la eficacia normativa o el “…efecto derogato-
rio…” (Ramírez y Garay, 2007a: 328; TSJ/SC: 24-11-2009, en
http://www.tsj.gob.ve, 7-5-2010: 5) de la ley formal “…sobre asuntos
comprendidos en la reserva legal…” (Lares Martínez, 2001: 96) nacional.

Determinadas materias objeto de reserva legal nacional, dispues-
tas en el artículo 156, numerales 32 y 33, de la CRBV, “…no se encuen-
tran…, bajo ningún criterio material, fuera del alcance del Poder Ejecuti-
vo. Vemos entonces atemperada la reserva en cuestión, debiendo enten-
derse que las materias objeto de la misma, no se encuentran circunscri-
tas…a la Ley formal” (Leza Betz, 2000: 27). La reserva legal nacional en
sentido amplio o lato sensu implica, en la CRBV, que “…determinadas
materias…pueden ser reguladas mediante ley, desde el punto de vista
formal,…ello excluye la posibilidad de que tales materias sean desarro-
lladas mediante…otro instrumento normativo que no goce de…rango le-
gal” (Pierre Tapia, 2007: 32; Ramírez y Garay, 2008b: 401) o instrumento
normativo distinto al decreto con fuerza de ley propiamente dicho.

En este orden de ideas, Leza Betz (2000: 28) destaca la inexistencia
en la CRBV de una reserva nacional de ley en sentido formal sobre la tota-
lidad de las materias enunciadas en el artículo 156, numerales 32 y 33;
y, en consecuencia, acepta la existencia de “…una reserva a normas con
rango de Ley”: ley formal dictada por la Asamblea Nacional o decreto con
fuerza de ley propiamente dicho dictado por el Presidente de la República
en Consejo de Ministros. Peña Solís (2005: 116) afirma que la reserva le-
gal nacional “…comporta una obligación para el Parlamento de legislar
en determinadas materias…Por supuesto…ese concepto se ha relativiza-
do con el otorgamiento de la potestad normativa a los gobiernos, en las
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8 “Son atribuciones y obligaciones del Presidente o Presidenta de la Repúbli-
ca:...Dictar, previa autorización por una ley habilitante, decretos con fuerza
de ley”.

9 “El Presidente o Presidenta de la República ejercerá en Consejo de Ministros
las atribuciones señaladas en los numerales…8…”.

10 “Son leyes habilitantes las sancionadas por la Asamblea Nacional por las
tres quintas partes de sus integrantes, a fin de establecer las directrices,
propósitos y marco de las materias que se delegan al Presidente o Presiden-
ta de la República, con rango y valor de ley. Las leyes habilitantes deben fijar
el plazo de su ejercicio”.



Constituciones, mediante la figura…” del decreto con fuerza de ley pro-
piamente dicho.

En similares términos, el Tribunal Supremo de Justicia en Sala
Constitucional sostiene que la reserva legal nacional “…ha sufrido consi-
derables matizaciones, una vez superado el dogma según el cual sólo el
órgano parlamentario -depositario de la voluntad popular- podría válida-
mente dictar normas dirigidas a la colectividad” (Ramírez y Garay,
2007b: 103; 25-3-2008, en http://www.tsj.gob.ve, 7-5-2010: 5-6), pues
la CRBV, por intermedio de decreto con fuerza de ley propiamente dicho,
permite al Presidente de la República en Consejo de Ministros regular
materias, en principio o por regla general, reservadas a la Asamblea Na-
cional, en otras palabras, “…incidir en aspectos que en principio le están
vedados” (Pierre Tapia, 2006: 109).

Lo expuesto es aplicable a la reserva legal nacional en sentido am-
plio o lato sensu por congelación del rango legal, conceptuada como ma-
terias específicas de competencia nacional que una vez reguladas por ac-
tos jurídicos normativos con fuerza, rango o valor legal: ley formal o de-
creto con fuerza de ley propiamente dicho, quedan congeladas o incorpo-
radas al rango normativo legal y en lo sucesivo sólo una ley formal o un
decreto con fuerza de ley propiamente dicho, conforme al principio de pa-
ralelismo de las formas, es competente para regular las señaladas mate-
rias. Así, la congelación del rango legal implica la regulación primigenia,
con respecto al reglamento ejecutivo, de ciertas materias no comprendi-
das en la reserva legal nacional por mandato constitucional, por parte de
la Asamblea Nacional mediante la emisión de ley formal o, bien, por parte
del Presidente de la República en Consejo de Ministros mediante la emi-
sión, previa autorización por una ley habilitante, de decreto con fuerza de
ley propiamente dicho.

Delegación del ejercicio de la función legislativa

Conforme al principio de separación de funciones, la función legis-
lativa es propia o típica de la Asamblea Nacional, órgano perteneciente al
Poder Legislativo Nacional, mediante la emisión de ley formal. Ahora
bien, conforme al principio de colaboración de poderes, la función legis-
lativa puede ser ejercida por el Presidente de la República en Consejo de
Ministros, órgano perteneciente al Poder Ejecutivo Nacional, mediante la
emisión de decreto con fuerza de ley propiamente dicho.

Ese ejercicio de la función legislativa por parte del Presidente de la
República en Consejo de Ministros precisa de la delegación legislativa,
efectuada a su favor por parte de la Asamblea Nacional mediante ley ha-
bilitante, según los artículos 203, último aparte; y, 236, numeral 8 y pri-
mer aparte, de la CRBV. La delegación legislativa consiste, pues, en el
conferimiento, transferencia o traslado temporal del ejercicio de la fun-
ción legislativa, en virtud de texto expreso y efectuado por la Asamblea
Nacional a favor del Presidente de la República en Consejo de Ministros,
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para que este último desarrolle la nombrada función mediante el dictado
de decreto con fuerza de ley propiamente dicho.

El decreto con fuerza de ley propiamente dicho supone colabora-
ción y coparticipación entre el Poder Ejecutivo Nacional y el Poder Legis-
lativo Nacional en lo atinente a la legislación sobre materias de reserva le-
gal nacional en sentido amplio o lato sensu, “…en circunstancias difíciles
o imposibles de prever, y que conforme al principio de vinculación positi-
va a la ley, demandan normación inmediata” (TSJ/SC: 24-11-2009, en
http://www.tsj.gob.ve, 7-5-2010: 7). En efecto, la CRBV confiere compe-
tencia al Presidente de la República en Consejo de Ministros para dictar
decreto con fuerza de ley propiamente dicho en materias que, en princi-
pio o por regla general, constituyen atribución y obligación de la Asam-
blea Nacional.

Lo esbozado es admitido por el Tribunal Supremo de Justicia en
Sala Constitucional (Ramírez y Garay, 2008a: 280), al exponer que la re-
serva legal nacional “…desconoce en nuestro país la inflexibilidad carac-
terística de otros tiempos, revelando la importancia de la delega-
ción,…habilitaciones para dictar actos de rango legal…(caso de los de-
cretos legislativos)…” o decretos con fuerza de ley propiamente dichos.

Los artículos 203, último aparte; y, 236, numeral 8 y primer aparte,
de la CRBV carecen de límites expresos con respecto a las materias sus-
ceptibles de delegación por la Asamblea Nacional mediante ley habilitan-
te y susceptibles de regulación por el Presidente de la República en Con-
sejo de Ministros mediante decreto con fuerza de ley propiamente dicho.

Las materias especificadas en cada ley habilitante sancionada por
la Asamblea Nacional, “…único límite material expreso de los decretos
con fuerza de ley propiamente dichos por ella autorizados…” (Tavares
Duarte et al., 2008: 44), conforman la reserva legal nacional en sentido
amplio o lato sensu, sobre la cual el Presidente de la República en Conse-
jo de Ministros detenta competencia para dictar, en ejercicio de la fun-
ción legislativa delegada, decretos con fuerza de ley propiamente dichos.

Exclusión del reglamento ejecutivo

Las materias de reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu,
por disposición constitucional o por congelación del rango legal, reguladas
de forma primaria por la Asamblea Nacional mediante ley formal o el Presi-
dente de la República en Consejo de Ministros mediante decreto con fuerza
de ley propiamente dicho, pueden ser complementadas, detalladas, desa-
rrolladas, explicadas, interpretadas o pormenorizadas por el Presidente de
la República en Consejo de Ministros en ejercicio de la función administrati-
va propia por intermedio de reglamento ejecutivo, conforme al artículo 236,
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numeral 1011 y primer aparte, de la CRBV. Lo descrito permite explicar la
exclusión o interdicción relativa y no absoluta del reglamento ejecutivo o
acto jurídico normativo de rango sublegal en relación con las materias de
reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu.

La exclusión del reglamento ejecutivo es relativa, pues éste sólo
puede complementar, detallar, desarrollar, explicar, interpretar o por-
menorizar la ley formal o el decreto con fuerza de ley propiamente dicho
regulador de la reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu
“…en cuestiones de detalle que no añadan nada a la normativa legalmen-
te establecida…” (De Otto, 2001: 154), “…en aras de su mejor ejecu-
ción…” (Pierre Tapia, 2007: 32; Ramírez y Garay, 2008b: 401; TSJ/SPA:
31-3-2009, en http://www.tsj.gob.ve, 7-5-2010: 14).

La exclusión del reglamento ejecutivo es no absoluta, pues la ley
formal o el decreto con fuerza de ley propiamente dicho regulador de la
reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu puede remitir algún
aspecto al reglamento ejecutivo, sin que ello implique remitir el objeto re-
servado ni “…efectuar una remisión en blanco en favor del ejecutivo…”
(Casal, 2008: 74) o “…remisiones genéricas…” (Pierre Tapia, 2007: 32;
Ramírez y Garay, 2008b: 401; TSJ/SPA: 2-6-2009, en http://www.
tsj.gob.ve, 7-5-2010: 15), a fin de evitar una violación a la reserva legal
nacional en sentido amplio o lato sensu.

Sobre el particular, el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Políti-
coadministrativa (Ramírez y Garay, 2008b: 401; 2-6-2009, en
http://www.tsj.gob.ve, 7-5-2010: 14) establece que el Presidente de la Re-
pública en Consejo de Ministros tiene competencia para reglamentar la ley
formal o el decreto con fuerza de ley propiamente dicho dictado “…en ma-
terias que pertenezcan a la reserva legal…” nacional en sentido amplio o
lato sensu, lo cual “…permite la participación del Poder Ejecutivo en el de-
sarrollo de los principios contenidos…” en la ley formal o el decreto con
fuerza de ley propiamente dicho, sin alterar su espíritu, propósito y razón.

La reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu contiene, por
tanto, una atribución y una obligación al legislador habitual u ordinario:
Asamblea Nacional y al legislador extraordinario o delegado: Presidente de
la República en Consejo de Ministros para regular en la ley formal o decreto
con fuerza de ley propiamente dicho “…toda la materia relacionada con
ésta, de tal manera que, sólo puede remitir al reglamentista la posibilidad
de establecer o fijar los detalles de su ejecución…” (Ramírez y Garay, 2008b:
40; TSJ/SPA: 2-6-2009, en http://www.tsj.gob.ve, 7-5-2010: 14).
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Justificación

Las materias conformadoras de la reserva legal nacional en sentido
amplio o lato sensu pueden ser reguladas en ejercicio de la función legis-
lativa propia por el legislador habitual u ordinario: la Asamblea Nacional
por intermedio de ley formal; o, en ejercicio de la función legislativa dele-
gada por el legislador extraordinario o delegado: el Presidente de la Repú-
blica en Consejo de Ministros por intermedio de decreto con fuerza de ley
propiamente dicho. Así, el Poder Legislativo Nacional ha “…dejado de te-
ner el monopolio de la función legislativa, en la que crecientemente parti-
cipa también el Poder Ejecutivo…mediante el ejercicio de la legislación
delegada…” (Eguiguren Praeli, 2007: 557).

Ello encuentra su justificación en la necesidad de que la Asamblea
Nacional descargue el ejercicio de la función legislativa sobre determina-
das materias en favor del Presidente de la República en Consejo de Minis-
tros, quien “…cuenta con medios más ágiles y con una mayor competen-
cia técnica a la hora de hacer frente a las crecientes y complejas deman-
das objetivas de regulación” (Gutiérrez Gutiérrez, 1997: 386), sin excluir
“…la posibilidad de que el cuerpo colegiado llamado originariamente a
regular…revise el trabajo legislativo realizado por el ejecutivo” (Marín
García, 2002: 24).

Resulta pertinente advertir que la delegación legislativa “…encie-
rra…el peligro del abuso cuando no obedece a las motivaciones técnicas
que se han señalado, sino al designio de fortalecer abusivamente el poder
del Gobierno…” (De Otto, 2001: 183) y favorecer “…el dictado de normas
que el parlamento no tenía previsto que fueran objeto del encargo conferido”
(Eguiguren Praeli, 2007: 559), lo cual desarticula el Estado democrático y
social de Derecho y de Justicia, contemplado en el artículo 2 de la CRBV.

Materia específica

La reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu abarca
asuntos, materias o temas concretos o específicos de competencia nacio-
nal que por disposición constitucional o por congelación del rango legal
requieren ser regulados exclusivamente mediante acto jurídico normati-
vo con fuerza, rango o valor legal: la ley formal dictada por la Asamblea
Nacional o el decreto con fuerza de ley propiamente dicho dictado por el
Presidente de la República en Consejo de Ministros. Dentro de esas ma-
terias, a los fines de ejemplificar la reserva legal nacional en sentido am-
plio o lato sensu, se presenta la legislación sobre la organización y régi-
men de la Fuerza Armada Nacional.

Ahora bien, los artículos 187, numeral 1; 156, numeral 8; y, 202, de
la CRBV revelan, en principio o por regla general, como competencia del
Poder Legislativo Nacional, por órgano de la Asamblea Nacional, la legis-
lación en materia de organización y régimen de la Fuerza Armada Nacio-
nal, mediante la emisión de ley formal. Con fundamento en las disposi-
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ciones constitucionales citadas, la Asamblea Nacional, en fecha 2 de fe-
brero de 2010, dicta la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional Boli-
variana, cuyo artículo 1 dispone:

“La presente Ley, en reconocimiento de la realidad histórica de la
institución militar bolivariana, desde la gesta revolucionaria in-
dependentista y el mandato constitucional que instituye la doc-
trina de Simón Bolívar, el Libertador, como fuente inspiradora de
los valores éticos y morales de la Fuerza Armada Nacional Boliva-
riana, tiene como objeto establecer los principios y las disposicio-
nes que rigen la organización, funcionamiento y administración
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, dentro del marco de la
corresponsabilidad entre el Estado y la sociedad, como funda-
mento de la seguridad de la Nación, consecuente con los fines su-
premos de preservar la Constitución de la República Bolivariana
de Venezuela y la República. La Fuerza Armada Nacional Boliva-
riana, es la institución que en forma permanente garantiza la de-
fensa militar del Estado”.

Los artículos 236, numeral 8 y primer aparte; 156, numeral 8; y,
203, último aparte, de la CRBV establecen la excepción al principio o re-
gla general descrito, al otorgar como competencia al Poder Ejecutivo Na-
cional, por órgano del Presidente de la República en Consejo de Minis-
tros, la legislación en materia de organización y régimen de la Fuerza Ar-
mada Nacional, mediante la emisión de decreto con fuerza de ley propia-
mente dicho. Con fundamento en las referidas disposiciones constitucio-
nales y el artículo 1, numeral 7, de la Ley que Autoriza al Presidente de la
República para Dictar Decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las
Materias que se Delegan de 2010, el Presidente de la República en Conse-
jo de Ministros, en fecha 21 de marzo de 2011, dicta el Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Reforma de la Ley Orgánica de la
Fuerza Armada Nacional Bolivariana, cuyo artículo 1º repite lo dispuesto
en el artículo 1 de la derogada Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacio-
nal Bolivariana de 2010, al establecer:

“El presente Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica,
en reconocimiento de la realidad histórica de la institución militar
bolivariana desde la gesta revolucionarla independentista y el
mandato constitucional que instituye la doctrina de Simón Bolívar
el Libertador, como fuente inspiradora de los valores éticos y mo-
rales de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana tiene como objeto
establecer los principios y las disposiciones que rigen la organiza-
ción, funcionamiento y administración de la Fuerza Armada Na-
cional Bolivariana, dentro del marco de la corresponsabilidad en-
tre el Estado y la sociedad, como fundamento de la seguridad de la
Nación, consecuente con los fines supremos de preservar la Cons-
titución de la República Bolivariana de Venezuela y la República.
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La Fuerza Armada Nacional Bolivariana es la institución que en
forma permanente garantiza la defensa militar del Estado”.

En tal sentido, el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica
de Reforma de la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana de
2011 regula una materia reservada, en principio o por regla general, a la ley
formal, ello es, tiene idéntica eficacia normativa que la derogada Ley Orgá-
nica de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana de 2010 en la materia espe-
cífica de organización y régimen de la Fuerza Armada Nacional.

Las disposiciones contenidas en el Decreto con Rango, Valor y Fuerza
de Ley Orgánica de Reforma de la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacio-
nal Bolivariana de 2011 tienen el carácter de normas primarias respecto de
las normas secundarias, las cuales están contenidas en uno o varios regla-
mentos ejecutivos del mencionado decreto, “…sin alterar su espíritu, pro-
pósito y razón” (CRBV, 1999: artículo 236, numeral 10).

Conclusiones

La reserva legal nacional, contemplada en la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela de 1999, se conceptúa como materias
específicas de competencia nacional que por disposición constitucional o
por congelación del rango legal requieren ser reguladas exclusivamente
mediante actos jurídicos normativos con fuerza, rango o valor legal: la ley
en sentido estricto o la ley en sentido amplio; y, por consiguiente, con ex-
clusión del acto jurídico normativo con fuerza, rango o valor sublegal: el
reglamento ejecutivo.

Conforme a la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela
de 1999, resulta imposible afirmar la existencia de una única reserva legal
nacional. En efecto, el examen concordado de determinados preceptos
constitucionales evidencia, con arreglo al asunto, la materia o el tema espe-
cífico objeto de regulación con rango legal, la existencia de dos clases o tipos
de reserva legal nacional: la reserva legal nacional en sentido amplio o lato
sensu y la reserva legal nacional en sentido estricto o strictu sensu.

El elemento o requisito característico de la reserva legal nacional en
sentido amplio o lato sensu se encuentra constituido por materias especí-
ficas de competencia nacional de regulación exclusiva mediante ley en
sentido amplio: la ley formal y el decreto con fuerza de ley propiamente di-
cho. Ello facilita la determinación de la reserva legal nacional en sentido
amplio o lato sensu, en cuanto a: la previsión normativa, el origen jurídico
normativo, el ejercicio de la función legislativa por parte de la Asamblea
Nacional y por parte del Presidente de la República en Consejo de Minis-
tros, las materias sobre las cuales el Presidente de la República en Consejo
de Ministros detenta competencia para dictar decreto con fuerza de ley
propiamente dicho, la no invasión por parte del Presidente de la República
en Consejo de Ministros mediante decreto con fuerza de ley propiamente,
la exclusión del reglamento ejecutivo dictado por el Presidente de la Repú-
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blica en Consejo de Ministros, y, la invasión por parte del Presidente de la
República en Consejo de Ministros mediante reglamento ejecutivo.

La previsión normativa desarrollada en los artículos 187, numeral
1; 156, numerales 32 y 33; 202; 236, numeral 8 y primer aparte; y, 203,
último aparte, de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela de 1999 evidencia la reserva legal nacional en sentido amplio o lato
sensu, la cual abarca materias específicas de competencia nacional de
regulación exclusiva mediante ley formal dictada por la Asamblea Nacio-
nal o decreto con fuerza de ley propiamente dicho dictado por el Presiden-
te de la República en Consejo de Ministros.

La reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu encuentra
su origen jurídico normativo tanto por disposición constitucional como
por congelación del rango legal, esto es, en un acto jurídico normativo de
rango constitucional: la Constitución, o, bien, en un acto jurídico norma-
tivo de rango legal: la ley formal o el decreto con fuerza de ley propiamen-
te dicho.

La reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu es producto
de la función legislativa propia, ejercida por la Asamblea Nacional me-
diante ley formal; y, la función legislativa delegada, ejercida por el Presi-
dente de la República en Consejo de Ministros mediante decreto con
fuerza de ley propiamente dicho.

Las materias especificadas en cada ley habilitante sancionada por
la Asamblea Nacional conforman la reserva legal nacional en sentido am-
plio o lato sensu, sobre la cual el Presidente de la República en Consejo de
Ministros detenta competencia para dictar, en ejercicio de la función le-
gislativa delegada, decretos con fuerza de ley propiamente dichos.

Por consiguiente, en el supuesto que el Presidente de la República
en Consejo de Ministros mediante decreto con fuerza de ley propiamente
dicho regule una materia comprendida en la reserva legal nacional en
sentido amplio o lato sensu no invade tal reserva, pues la materia puede
ser regulada tanto por la Asamblea Nacional en ejercicio de la función le-
gislativa propia mediante ley formal como por el Presidente de la Repúbli-
ca en Consejo de Ministros en ejercicio de la función legislativa delegada
mediante decreto con fuerza de ley propiamente dicho.

La exclusión o interdicción del reglamento ejecutivo en relación con
las materias de reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu es:
una exclusión o interdicción relativa, por cuanto el reglamento ejecutivo
desarrolla, colabora o complementa la ley formal o el decreto con fuerza
de ley propiamente dicho regulador de la reserva legal nacional en senti-
do amplio o lato sensu; y, una exclusión o interdicción no absoluta, por
cuanto la ley formal o el decreto con fuerza de ley propiamente dicho re-
gulador de la reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu puede
remitir algún aspecto al reglamento ejecutivo.

Así, en el supuesto que el Presidente de la República en Consejo de
Ministros en ejercicio de la función administrativa propia mediante re-
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glamento ejecutivo se exceda o extralimite en su labor de colaboración
con respecto a la ley formal o el decreto con fuerza de ley propiamente di-
cho regulador de la reserva legal nacional en sentido amplio o lato sensu,
invade esta clase de reserva legal nacional.

Se estima pertinente la existencia, en la Constitución de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela de 1999, de la reserva legal nacional en sen-
tido amplio o lato sensu, la cual encuentra su justificación en la necesi-
dad de que la Asamblea Nacional mediante ley habilitante descargue el
ejercicio de la función legislativa sobre específicas materias de compe-
tencia nacional en favor del Presidente de la República en Consejo de Mi-
nistros, órgano dotado de celeridad y tecnicismo para enfrentar las cre-
cientes y complejas demandas de regulación con rango legal por interme-
dio de decreto con fuerza de ley propiamente dicho.

Se recomienda, en una futura enmienda constitucional, reforma
constitucional o convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente,
la determinación expresa en la Constitución de la reserva legal nacional
en sentido amplio o lato sensu o materias específicas de competencia na-
cional de regulación exclusiva por parte de la Asamblea Nacional en ejer-
cicio de la función legislativa propia mediante ley formal, y, por parte del
Presidente de la República en Consejo de Ministros en ejercicio de la fun-
ción legislativa delegada mediante decreto con fuerza de ley propiamente
dicho.

La determinación expresa en la Constitución de la reserva legal na-
cional en sentido amplio o lato sensu, permite limitar la delegación por
parte de la Asamblea Nacional a favor del Presidente de la República en
Consejo de Ministros a la reserva legal nacional en sentido amplio o lato
sensu. Ello incide en la vigencia de principios constitucionales o funda-
mentales como el principio de seguridad jurídica, certeza del someti-
miento o sujeción al Estado democrático y social de Derecho y de Justi-
cia, previsto en el artículo 2 de la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela de 1999, por parte de la Asamblea Nacional en ejercicio
de la función legislativa propia y el Presidente de la República en Consejo
de Ministros en ejercicio de la función legislativa delegada.
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